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SEÑOR PRESIDENTE (Bentancor).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida al Ministro de Trabajo y Seguridad Social, señor 
Eduardo Bonomi, al Subsecretario, doctor Jorge Bruni y al asesor, señor Gerardo Farese. 


En función de una situación generada a nivel de la Inspección General del Trabajo y de los dichos del 
renunciante Inspector General del Trabajo, la Comisión consideró de importancia que el señor Ministro 
estuviera en conocimiento de la preocupación formulada por algunos compañeros que la integran y por eso le 
hicimos llegar la versión taquigráfica correspondiente. La invitación fue hecha genéricamente al Ministerio, 
pero el señor Ministro nos pidió expresamente concurrir para dilucidar esta situación. Nos gustaría 
aprovechar su presencia aquí para analizar el tema de la Inspección General del Trabajo con mayor extensión, 
sin perjuicio de profundizar en las inquietudes de los colegas de la Comisión. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Pedimos estar presentes en esta 
reunión porque a raíz de toda esta situación los dos hemos sido mencionados en declaraciones de 
prensa. Por otra parte, creo que me correspondía estar presente y agradezco que nos hayan llamado 
para aclarar una situación de este tipo. 


Yo voy a decir lo que ya hemos manifestado en la prensa y luego quedaré a disposición para contestar las 
preguntas que se me formulen. 


Esta situación empieza en el equipo de trabajo en el que el Inspector saliente no se integra. Presentó dos 
veces su renuncia en discusiones, en intercambios con diferencias de enfoque y la tercera vez que lo hizo se 
la aceptamos. Luego, el Inspector saliente, señor Ronald Graside, realiza declaraciones en la prensa sobre los 
motivos de su renuncia y maneja como uno de los principales una denuncia realizada ante él y que encauza 
en el Ministerio, sobre supuestas irregularidades en el Bar Atlántico. La denuncia proviene de quien dice ser 
o haber sido socio de un Inspector de Trabajo, el señor Daniel Spinelli. En abril de este año denuncia una 
situación producida hace dos o tres años, creo que en setiembre de 2002. El señor Hugo Suárez es quien hace 
la denuncia y dice ser socio de hecho en el Bar Atlántico de Daniel y Raúl Spinelli. Denuncia que fue 
despedido cuando en realidad era socio, y hace un juicio civil. Quien representa a la empresa es una 
Inspectora de Trabajo que es Directora de Condiciones Generales de Trabajo, la doctora Gabriela Roberti, 
quien gana el juicio civil. 


En abril de este año se denuncia al Inspector Daniel Spinelli, porque no podría cumplir con el horario que 
tiene en el Ministerio ya que trabaja en el bar. Esto es sostenido por dos testigos, los hermanos Landa. A su 
vez, se denuncia a la doctora Roberti, porque realiza asesoramiento de empresas por fuera de su trabajo. 
Cuando el Inspector recibe la denuncia quiere separar del cargo a la Directora de Condiciones Generales del 
Trabajo y consulta al doctor Bruni y a la encargada del Área Jurídica de la Inspección, la doctora Liliana 
Dono. Algunas de esas consultas son formales y otras son informales. 


La respuesta es que no puede separar del cargo a la doctora Roberti, que en todo caso debería realizar una 
investigación y que si el resultado corroborara la denuncia, correspondería abrir un sumario. Efectivamente, 
inició una investigación, no separó del cargo a la doctora Roberti, y quedó así. Esto sucedió en abril y es 
retomado a partir de que se acepta la renuncia del Inspector General del Trabajo, lo que nos sorprende porque 
nunca más se habló del tema. 


La investigación fue hecha por el doctor Magnone. Indica que no hay falta y se pide un segundo informe que 
no se llegó a procesar. La doctora Roberti recusa a la doctora Dono, quien teóricamente se tendría que hacer 
cargo del segundo informe y en este estado quedó la cosa. Se resolvió dar vista del expediente a la doctora 
Roberti, lo que no se concretó porque está de licencia, pero a partir de la recusación, la resolución que hay en 
el Ministerio es que pase a Fiscalía de Gobierno y que la investigación no se haga dentro de la Cartera sino 
que se busque una opinión desde afuera. De todos modos, el informe que nos han hecho indica que no hay 
motivo para seguir adelante con el tema. 


Se reafirma que hubo un juicio civil y que la doctora Roberti no estaba impedida de participar en dicho 
juicio. Tampoco se comprueba que el Inspector Spinelli no pueda cumplir con su trabajo en el Ministerio por 
estar continuamente en el Bar Atlántico. Los dos testigos se contradicen en cuanto al horario que hace el 
Inspector Spinelli en el Bar Atlántico. Por otra parte, los informes de los superiores de Daniel Spinelli 
confirman que cumple con sus tareas en el Ministerio; por lo tanto, no hay infracción de ningún tipo en ese 
sentido. 


Esta es la situación dada con respecto a la actuación de la doctora Roberti y de Daniel Spinelli, y la 
investigación que se hizo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Doy la bienvenida al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, al 
señor Subsecretario y al asesor que los acompaña. Creo que es oportuna la instancia para precisar y 
aclarar conceptos y denuncias que públicamente se formularon involucrando a funcionarios de la 
Inspección General del Trabajo y al área en general como ámbito de trabajo. Como todos sabemos, se 
trata de un sector del Ministerio de enorme significación y me parece que es bueno deslindar 
responsabilidades o, en todo caso, precisar el alcance de algunas afirmaciones. 


El señor Ministro ya ha aclarado un aspecto específico que tomó estado público, que es la situación de la 
doctora Roberti, a la sazón -según tengo entendido- Directora del área Condiciones Generales de Trabajo de 
la Inspección. Confieso que la conozco y me consta que es una excelente funcionaria, que cumple a cabalidad 
su función. El señor Ministro ha esclarecido el punto en términos de que la doctora Roberti estaba 
cumpliendo una actividad lícita desde el punto de vista del libre ejercicio de su profesión, amparada por el 


régimen jurídico vigente establecido en el artículo 290 de la Ley N* 16.226, que precisamente habilita a que 
los inspectores puedan cumplir con actividades particulares ajenas a la competencia de la Inspección, como 
en este caso ocurrió. 


Al puntualizar lo anterior el señor Ministro también aclaró que, por lo pronto en este aspecto específico, las 
declaraciones del anterior Inspector General del Trabajo fueron al menos temerarias, desde el punto de vista 
de que involucraron a una funcionaria con nombre y apellido en una situación que, sin duda, la expuso al 
desprestigio o por lo menos a la sospecha. Desde ese punto de vista, el señor Ministro ha hecho justicia en 
este caso específico y, a mi entender, ha puesto las cosas en sus justos términos. 


De todos modos, las afirmaciones del ex Inspector Graside no se limitaron a este tema, y deseo hacer algunas 
consultas adicionales, algunas de carácter general, otras más específicas y particulares. Por cierto, las 
expresiones del señor Graside no tienen desperdicio en el sentido de que alcanzan a otras personas y, sobre 
todo, describen una situación genérica bastante impactante. Me remito a sus declaraciones del día 18 de 
agosto, fecha en torno a su renuncia. 


El señor Graside hace afirmaciones de carácter general respecto a las cuales quisiera consultar a nuestros 
visitantes -a quienes, además, involucra directa y personalmente- en cuanto a que la conducción política del 
Ministerio -que es la que ellos representan- no habría tenido la voluntad política suficiente como para 
extirpar, corregir, abortar o enfrentar los casos de inmoralidad y de corrupción que se supone campearían en 
el ámbito de la Inspección. Palabras más, palabras menos, esos fueron los términos que utilizó. El ex 
Inspector Graside dijo que es imposible trabajar adecuadamente cuando las autoridades políticas no asumen 
las cuestiones de conducta y las cuestiones morales sobre el cimiento en que se pueda reorganizar la 
Inspección. Hizo referencia, por lo tanto, a lo que él denominó como errores políticos en cuanto a esa 
omisión o falta de voluntad para solucionar o conjurar esa situación que describía como de inmoralidad y de 
corrupción, lo que por supuesto iba mucho más allá del caso puntual y específico a que el señor Ministro, 
oportunamente, se refirió. 


Sobre esto quisiéramos obtener una impresión, un comentario o una visión. Cuando el señor Ministro 
expresaba la oportunidad que representa esta convocatoria o esta instancia, seguramente hacía referencia a 
estas afirmaciones que lo involucran -yo tengo un muy buen concepto tanto del señor Ministro como del 
señor Subsecretario, y sé que los involucran injustamente- desde el punto de vista de una presunta 
complicidad con situaciones indebidas o irregulares, como denunció el Inspector de Trabajo saliente. 


Frente a esto hay dos alternativas: o las afirmaciones de Graside no son ciertas -adelanto mi impresión de que 
no lo son; creo que las expresiones iniciales del señor Ministro, más allá de que estaban referidas a una 
situación particular, parecen encaminarse en esa dirección, y por eso es bueno que esto quede aclarado, 
establecido y asumido oficialmente en el ámbito de esta Comisión-, o si lo son, estamos ante una situación 
bien grave que ameritará un pronunciamiento del señor Ministro y analizar la situación a la luz de la 
información que se recoja, y eventualmente evaluar los pasos que habría que dar. 


Reitero que inclusive antes de escuchar a los visitantes creo que el señor Graside se extralimitó en sus dichos. 
Quiero escuchar al señor Ministro, pero tengo la impresión de que la realidad que el renunciante describe no 
es, por lo pronto, de la gravedad o entidad que expresó cuando presentó la renuncia al cargo. 


Digo esto, entre otras cosas, por algunas informaciones que aprovecho para dejar planteadas en términos de 

interrogantes para el señor Ministro y el señor Subsecretario, que hemos venido recogiendo en el último mes 
-hace treinta días que se configuró esta situación- y que a mi juicio describen claramente que la situación en 
general dentro de la Inspección era irregular, pero seguramente no tanto imputable a los funcionarios sino al 
propio jerarca del organismo. 


Voy a hacer algunas consultas al señor Ministro para que me responda, pero he recabado alguna información 
en el sentido de que en la propia estructura administrativa de la Inspección, en una oficina, algunos 
representantes sindicales -en particular del Sindicato del Mar y del SUANP- por indicación o por facilitación 
del señor Inspector, tenían montada una oficina, en condiciones irregulares, con dos Inspectores a su 
disposición, que supuestamente estaban a la orden de la Inspección General del Trabajo, pero que de hecho 
respondían a las directivas de los representantes sindicales. No estoy afirmando, sino preguntando. 
Simplemente, traslado información que me ha llegado por distintos conductos y que quisiera confirmar. 


Si fuera así, describiría una situación grave dentro de la Inspección, pero no por responsabilidad de los 
funcionarios sino de quien se supone es el jerarca del organismo. 


Por otra parte, tuve contacto con la Asociación de Inspectores de Trabajo que, por lo que pude constatar, es 
muy representativa del conjunto de los funcionarios, ya que una enorme mayoría de ellos está afiliada a esa 
organización. Me transmitieron un enorme descontento con el señor Graside por conductas, según ellos, 
discriminatorias en cuanto a la distribución del trabajo, la asignación de tareas, la conformación de los 
equipos, etcétera. En algunos casos, por su militancia gremial muchos inspectores fueron separados, 
relegados o perjudicados desde el punto de vista funcional con relación a sus anteriores cometidos y 
funciones. Y otros, por estar fuera del sindicato o por ser supuestamente más afines a la persona del señor 
Inspector, habrían sido premiados siendo designados supervisores de determinados equipos, cuando en algún 
caso se trataba de funcionarios de carrera administrativa, por lo menos discutible, porque en algún caso 
tenían sumarios por faltas. Reitero que no estoy afirmando sino preguntando. 


Por otro lado, llegó a mi conocimiento que el Inspector tenía una modalidad de trabajo bastante heterodoxa 
desde el punto de vista de la función administrativa, porque muchas veces asumía tareas con respecto a las 
cuales era el responsable final por ser el jerarca del organismo pero que, en todo caso, pasaban por encima de 
órganos desconcentrados o de las distintas reparticiones de la propia Inspección como la ya mencionada de 
Condiciones Generales de Trabajo, disponiendo operativos que eran comunicados tardíamente al propio 
responsable del servicio. Se trataba de inspecciones que, supuestamente, deben ser coordinadas con la 
Directora -en este caso- de esa repartición, y, sin embargo, el Inspector disponía. Se podrá decir que esto es 
arreglado a derecho y tal vez lo sea, pero puede darnos una pauta de la gestión o de la modalidad de trabajo 
del Inspector saliente. 


El señor Ministro mencionaba la existencia de una investigación administrativa con relación al caso de la 
doctora Roberti, y es cierto. Independientemente de que frente a cualquier hecho de apariencia irregular o 
denuncia es sensato que el responsable del servicio disponga una investigación, llama la atención -lo quiero 
marcar si se llega a confirmar como una evidente irregularidad, no de los funcionarios sino de la Inspección- 
que si el procedimiento administrativo fue iniciado en el mes de abril, a esta altura de las circunstancias, 
cuando estamos promediando setiembre, la funcionaria indagada o relacionada con los hechos investigados ni 
siquiera haya sido notificada. Tampoco se le ha dado vista de las actuaciones aún cuando lo solicitó 
reiteradamente. 


Si esto llegara a confirmarse, estaríamos en el terreno de una actuación por lo menos polémica y bastante 
discriminatoria desde el punto de vista de la función. 


Asimismo, creo que en más de una oportunidad el ex Inspector Graside actuó contraviniendo las normas 
jurídicas que rigen la actividad de la Inspección General del trabajo. 


Puedo mencionar el caso específico de las empresas unipersonales -de cualquier característica- que, de 
acuerdo con el decreto vigente, deben munirse de la planilla de control de trabajo. Sin embargo, en el curso 
de los últimos meses el Inspector de Trabajo hizo circular una orden según la cual estas empresas dispondrán 
de tres meses para cumplir con ese extremo previsto en el decreto del año 1980. 


Esto, que puede ser discutible, seguramente estuvo guiado por el fin más altruista y el propósito de estimular 
la actividad de las empresas unipersonales, pero claramente está fuera del decreto que rige en esta materia. 
Lo lógico en este caso hubiera sido que si el Inspector estaba dispuesto a impulsar una solución de esta 
característica la planteara a su jerarca, el señor Ministro Bonomi, a los efectos de modificar el decreto 
vigente. 


Esto, que parece una mera formalidad, supondría -en caso de confirmarse; tengo aquí información que me 
parece irrefutable, pero el señor Ministro lo aclarará- una grave violación del ordenamiento vigente y, 
naturalmente, de la norma que, en primer lugar y por encima de todo, el Inspector de Trabajo debe observar, 
que es la que rige la actividad de la propia Inspección. 


Estas son las preguntas concretas. Tengo algunos comentarios para después, porque supongo que el tema 
derivará hacia la situación general de la Inspección. En todo caso, con relación al episodio del relevo que se 
ha producido en la conducción de la Inspección de Trabajo, es indispensable que la Comisión pueda acceder 


a información de primera mano, que es la que el señor Ministro nos proporcionará y que, a mi juicio, 
describen una situación compleja e irregular. 


Tal vez esto podría conducirnos a invertir los términos en el sentido de que quien generaba esa irregularidad 
y en todo caso ambientó con su acción -esto lo confirmará o desmentirá el señor Ministro- la situación 
equívoca de la Inspección de Trabajo, no fueron sus funcionarios presuntamente deshonestos sino el propio 
Inspector renunciante, si todo esto que acabo de mencionar llegara a confirmarse. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Leí la entrevista de "Búsqueda", 
donde está todo lo que después salió en el resto de la prensa. Todas son versiones de una misma 
entrevista, porque no aparece nada nuevo sino que se pone el acento en un punto o en otro. Quizá en 
alguna participación posterior haya dicho algo más, pero lo sustancial está allí, que son opiniones del 
señor Graside. Lo único concreto que maneja -y por eso me detuve en el tema- es la acusación que hace 
Hugo Suárez a Daniel Spinelli y a la doctora Roberti. Todo lo demás son opiniones generales. Por 
ejemplo, termina cuestionando la política de alianza del Encuentro Progresista-Frente Amplio-Nueva 
Mayoría, que no tiene nada que ver con la Inspección pero va llegando a eso a partir de las opiniones 
que va dando sobre cómo se conduce el Ministerio. El único elemento concreto es una denuncia que él 
recibió en abril y se comenzó a investigar ahí mismo, cuya primera fase termina en junio, cuando el 
doctor Magnone da su opinión. También recuerdo que cuestiona al doctor Bruni porque dice que se 
vuelca más a los empresarios que a los trabajadores, y que por eso le sugirió que no separara del cargo 
a la doctora Roberti sino que hiciera una investigación. 


Asimismo, dice que la doctora Liliana Dono -de quien también opina que no puede ser separada del cargo- 
trabaja para la empresa Cuenca del Plata, en el ámbito portuario, y que por eso no se debería tener en cuenta 
su opinión. 


Por otra parte, expresa -hay que ver la forma en que lo hace- que hay una funcionaria que está a las órdenes 
de la doctora Rosario Lagarmilla, y cuestiona que esta era la Directora General de Secretaría del Ministerio 
antes del 1% de marzo y que, por tanto, pertenece a otra fuerza política que la que gobierna. ¿Eso es lo que se 
cuestiona? 


Entonces, no hay acusaciones sino opiniones generales. Entiendo que la nota se armó a partir de sus 
declaraciones, donde dice lo que piensa pero en ningún momento lo demuestra. Es más: la única acusación 
concreta tampoco está demostrada, y la hace alguien que perdió un juicio y quien le ganó estaba representado 
por la doctora Roberti. Eso no tiene sustento ninguno. 


Es cierto que se puede opinar, pero en este caso los reclamos y las acusaciones no tienen sustento. Por eso allí 
debería haber terminado la cosa. Sin embargo, el tema siguió en la prensa durante bastante tiempo, 
retomándose a cada rato, pero sin sustento. Las afirmaciones son bastante contradichas por la realidad de lo 
que se ha venido haciendo. 


Voy a mezclar esto con algunas de las cosas que han pasado. Hicimos un decreto por el cual se crea un 
Consejo Nacional Asesor en materia de Inspecciones de Trabajo -lo dijimos cuando vinimos la vez anterior-, 
a partir de las opiniones que nos dieron empresarios y trabajadores respecto a la abundante y a veces grave 
informalidad que existe en el mundo del trabajo. Los empresarios manifestaron la voluntad de participar en el 
diseño de las políticas de inspección, igual que los trabajadores. Entonces, creamos este Consejo, que se tenía 
que armar como tal y que admitía, luego, que se creara un Consejo Asesor por cada rama. Ese era el 
mecanismo. 


Sin embargo, se llevó adelante al revés. Se empezaron a armar consejos tripartitos por rama de trabajo en la 
construcción, en la lechería y, si mal no recuerdo, también en materia portuaria. Por eso, hemos mantenido 
reuniones de este tipo con la construcción, con la lechería y creo que también en materia portuaria. En la 
construcción y en la lechería, inclusive, se desarrolló un proyecto financiado para trabajar sostenidamente en 
ese tema. De todas maneras, esto es al revés de lo que estaba planteado. No estaba planteado crear los 
Consejos Tripartitos Sectoriales y después llegar al Consejo Nacional sino al revés: es decir, crear el Consejo 
Nacional y, a partir de él, formalizar los Consejos Sectoriales, que es lo que estamos haciendo en este 
momento. 


Con respecto a la discriminación de inspectores y premios a otros, no me consta que sea así, salvo en el caso 
que estamos hablando. Querer separar a alguien del cargo sin sustento, y después opinar lo que se opinó 
respecto a quienes dijeron que no se puede separar del cargo, es el único caso en el que puedo entender que 
ha habido una política discriminatoria. En otros casos no me consta. No digo que no sea así, sino que no me 
consta. 


En cuanto al "modus operandi", tengo elementos parecidos a esos solo en un caso, que es una inspección 
portuaria. En el único caso que conozco se concurrió al Puerto con el Inspector General. Esto no es usual. No 
digo que no se pueda hacer, sino que no es usual. 


Con respecto a la investigación administrativa que comenzó en abril y hubo pronunciamiento en junio, voy a 
dejar que el doctor Bruni aclare mejor esta situación. Pero tengo entendido que no se dio vista porque estaba 
en marcha la operación y porque no estaba dando nada como resultado. 


En cuanto a las planillas de trabajo, también responderá el doctor Bruni porque tiene los elementos 
necesarios. 


Como comentario de todo esto, he dicho en la prensa y aquí que hubo dos renuncias anteriores y ellas se 
deben a que en el equipo de trabajo del Ministerio hemos señalado muchas de las cosas que están acá y 
algunas otras como, por ejemplo, las declaraciones sobre el papel de las Fuerzas Armadas en las 
inspecciones. Cuestionamos esas declaraciones, como así también algunas de las cosas que están planteadas. 
Entonces, queríamos que se diera vuelta la situación y la respuesta era precisamente la renuncia. Cuando se 
presenta la renuncia por tercera vez por diferencias de este tipo, la aceptamos. 


Pero hay otro tema, que se manejó recién, que son las investigaciones sin decir hasta último momento lo que 
se va a hacer. Eso puede ser así y creo que no solo lo ha hecho el señor Ronald Graside cuando era Inspector; 
se ha hecho antes. El señor Diputado Iturralde me comentó cuando él tuvo que recurrir a ese expediente. 
Muchas veces -sigue sucediendo-, cuando una inspección llega a destino, todo el mundo ya lo sabe. 
Entonces, sacan a los que están cometiendo irregularidades. A veces, se les dice que vayan a un lugar, pero no 
exactamente a cuál, y se les informa a último momento, cuando ya están llegando, pero tampoco se llega a 
evitar que se sepa. 


Esta es una práctica de varios inspectores, porque en la Inspección había un problema desde hace mucho 
tiempo. Los trabajadores del interior denuncian a las Oficinas de Trabajo. No sé si son ellas, porque a veces 
hay denuncias que no pasan por dichas oficinas, pero sin embargo cuando se llega al lugar, ya estaban 
alertados. Entonces, esconden trabajadores en los montes y en los silos. Inclusive, se han encontrado 
trabajadores y ellos se niegan a declarar. Algunos son claramente uruguayos pero otros no. Todo esto surge a 
partir de que se detecta la inspección. Se había dado la orden de identificar a todos los vehículos del 
Ministerio, pero la actual Inspectora de Trabajo y Seguridad Social sacó la identificación a todos los 
vehículos de inspección. Con esto no arregla nada pero, por lo menos, no juega tan inocentemente; juega 
inocentemente pero menos, porque todos saben igual qué vehículos son los que van. 


Entonces, creo que es así pero no lo considero fuera de lo que se ha venido haciendo; esto se ha venido 
haciendo desde antes y hay una razón para ello. La razón es que cuando la inspección llega al lugar ya se 
sabía que iba a concurrir; sobre todo en el interior. No se pueden inspeccionar tres lugares en el mismo 
departamento, porque en el segundo ya están enterados. Con muchísima suerte, llegamos más o menos bien 
al primero y, para ello, hay que tomar este tipo de medida u otra que se tiene que adoptar después. 


SEÑOR BRUNI- Muchas gracias, sobre todo por darnos la oportunidad de aclarar algunas 
afirmaciones que se han venido haciendo y algunos hechos que han ocurrido. 


Hay que recordar que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, desde tiempo atrás, ha sido observado por 
la Organización Internacional de Trabajo por bajos salarios, doble empleo, falta de infraestructura material y, 
en menor grado, violación al secreto de las inspecciones. Esto tiene mucho que ver con lo que acaba de 
manifestar el señor Ministro. 


Me interesa destacar que la investigación comienza con una negativa por parte de quien está hablando, en 
defensa de las garantías del denunciado a que se le separe del cargo. Prosigue con un informe de la Directora 


de Jurídica de la Inspección de Trabajo que dice exactamente lo mismo en defensa de las garantías del 
denunciado. Finaliza con un informe del instructor de la investigación, doctor Magnone, diciendo que no hay 
mérito para continuar. No obstante, se solicita una ampliación a la que el Ministerio accede y es cuando 
ocurre todo el episodio de la doctora Roberti, quien no es la directamente implicada sino que hizo la defensa 
en un juicio civil, tal como relataba el señor Ministro. Luego, esto terminará con un pasaje a la Fiscalía de 
Gobierno, una vez que la doctora Roberti se reintegre y sea notificada. En cuatro instancias, dos formales y 
dos informales, se llega a la conclusión de que no ha habido irregularidades. A pesar de eso, se estaba 
dispuesto a acceder a una ampliación y, además, se envía en asesoría a la Fiscalía de Gobierno. 


Creo que de los antecedentes surge la voluntad -no quiero decir exagerada, porque siempre que se trata de la 
defensa de las garantías ante una acusación no hay nada exagerado- de investigar hasta donde fuera 
necesario. Acá estamos ante la denuncia a un funcionario que fue acusado por violaciones a determinadas 
normativas, que se sustancian en la justicia civil; además, no existe prohibición para que un funcionario tenga 
algún negocio donde se le ocurra. Eso es lo que estaba en juego. También podía estar en juego el hecho de si 
tener un negocio le permitía cumplir o no con el horario que debe como funcionario público. De las 
investigaciones y de los informes surge que nada de eso habría ocurrido. 


No obstante, ratifico, repito, insisto, en que se envía todos los antecedentes a la Fiscalía de Gobierno para no 
quedarnos exclusivamente con nuestra opinión y que se opine externamente del asunto. 


Quiero recalcar algo porque fui mencionado varias veces. Recuerden que el primer atacado fui yo, ya que los 
titulares de prensa decían: "El Inspector renunció por problemas con Bruni". Quiero decir que con el ex 
Inspector nunca tuve un problema; al contrario, nos conocemos desde hace muchísimos años. Insisto en esto 
porque el primero que le dijo que no correspondía la separación del cargo, porque no se habían dado los 
pasos necesarios desde el punto de vista administrativo y jurídico, fui yo; y luego fue ratificado en sucesivas 
instancias. 


Desde el punto de vista del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social -salvo que se opine en forma diversa en 
la Fiscalía de Gobierno-, se puede afirmar que la investigación ha finalizado. No obstante, si se considera 
necesario, se va a rehacer para dar más garantías. 


Hay un episodio en el cual se me involucra, y al hacerlo se involucra a todo el Ministerio. Me refiero a 
cuando se dice que yo me he dedicado a promover funcionarios vinculados a algunos "staff" de abogados. 
Esa fue la expresión que apareció en la prensa. Concretamente, se menciona el caso de la Directora de la 
División Jurídica, la doctora Dono, que hace trece años que está en el cargo y no se le promovió. Hace trece 
años que integra una Comisión Sectorial, que funciona en la ex COMISEC, hoy Subgrupo de Trabajo N* 10. 
No sé a qué otra promoción se estaría refiriendo el señor Graside, pero esto es lo que yo conozco. Repito que 
hace trece años que está en la Inspección General del Trabajo y desde que el MERCOSUR social comienza, 
en mayo de 1992, durante el Ministerio del ingeniero Cat, Liliana Dono está en la Comisión Sectorial. Por lo 
tanto, no entiendo a qué promoción puede referirse el ex Inspector Graside. 


El señor Ministro dijo que uno de los motivos de esta situación era la falta de armonía para trabajar en 
equipo. El señor Ministro habló del decreto del Consejo Honorario Tripartito para Inspección, que nunca fue 
convocado, a pesar de que fue una de las primeras medidas que adoptó esta Administración. Si mal no 
recuerdo, el decreto se emitió a fines de abril o principios de mayo, y llegamos a agosto y todavía no se había 
aplicado, a pesar de reiteradas solicitudes. A veces nos enterábamos por la prensa de algunas reuniones que se 
hacían con altos jerarcas y no nos parecía oportuno. 


El señor Diputado Abdala se refería a la actitud que se habría adoptado por parte de la Inspección respecto a 
las empresas unipersonales. Lo que dice es cierto. Tanto es así que muchos funcionarios o asesores vinieron a 
hablar conmigo a efectos de saber cómo había sucedido eso. No es un problema de gravedad; simplemente, 
se trata de una demostración de cómo a veces algunas medidas inconsultas pueden generar problemas 
impensados. 


No nos olvidemos que el ex titular de la Inspección General del Trabajo estuvo en su cargo desde el 1* de 
marzo hasta fines de agosto, por lo que si hubo irregularidades a él le correspondía una cuota parte de la 
responsabilidad, así como al Subsecretario, a la Directora Nacional de Empleo, al Director General y al señor 
Ministro. Si se toleró alguna irregularidad, le cabe una cuota parte de responsabilidad y si esas tienen que ver 
concretamente con la Inspección General del Trabajo, más aún, porque era él quien ocupaba ese cargo. No se 


puede deslindar responsabilidades. No se puede decir: "Yo intenté hacer las cosas, pero los demás no". 
Estamos todos involucrados. Todos estuvimos mal o todos estuvimos bien. Yo no me puedo poner en la 
vereda de enfrente. Es como si yo le dijera al señor Ministro: "Usted está haciendo las cosas mal", como si yo 
no tuviera nada que ver. 


Imputar a esta Administración falta de voluntad para combatir la corrupción me parece un exceso. Pero no 
me parece grave decir que se cometen errores políticos; por supuesto que se cometen, pero imputar falta de 
combate a la corrupción cuando se ha hecho una investigación y se está acudiendo a la Fiscalía de Gobierno, 
me parece un exceso. 


SEÑORA PASSADA.- En primer lugar, deseo saludar al señor Ministro y a los integrantes del 
Ministerio y agradecerles por el precioso tiempo que están dedicando a la Comisión y quitando a esa 
Cartera. De todos modos, la Comisión de Legislación del Trabajo consideró conveniente que 
concurrieran a su seno para realizar estas aclaraciones que nos dejan por demás satisfechos. 


Lo primero a que hizo referencia este equipo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la primera vez que 
concurrió a la Comisión fue al decreto del Consejo Consultivo en la Inspección General del Trabajo, el cual 
debía estar integrado por dos trabajadores, dos asesores, dos empresarios y cinco integrantes del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, elemento que para nosotros era -y sigue siendo- fundamental debido a la 
grave problemática que se vive en el interior. Hace pocos días, cuando visitamos el departamento de Río 
Negro, trabajadores organizados y otros que no lo estaban manifestaron públicamente a los integrantes de 
esta Comisión que se sabe con exactitud cuándo va a concurrir la Inspección General de Trabajo a los 
diferentes establecimientos para corroborar la situación de los trabajadores rurales y forestales; entonces, se 
solucionan los problemas que motivaron la denuncia. 


Por lo tanto, quiero aprovechar la presencia de los integrantes del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
para saber qué se va a hacer desde la Inspección General de Trabajo para atacar esta problemática. Asimismo, 
sabemos que se ha creado un ámbito -algunos integrantes de esta Comisión están participando en él- para 
trabajar en lo relativo a las empresas tercerizadas, que es una de las grandes problemáticas que vivimos a 
diario en la Comisión. En ese sentido, quisiera manifestar que hace dos o tres horas los trabajadores de 
Paycueros nos informaron que está funcionando una empresa tercerizada en la Ruta Nacional N* 1, que 
fueron despedidos y que no se les reconoce el derecho al seguro de paro. 


Como dije, quisiera saber cómo está abordando el Ministerio la problemática antes mencionada, para hacer 
ilustrativa y utilitaria la visita. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Nosotros hemos manifestado que 
actuamos de acuerdo con las normas, pero estas no nos dejan conformes; eso lo queríamos señalar. No 
consideramos una falta que un inspector tenga otro empleo porque la norma lo admite, pero no 
estamos conformes con eso; nosotros queremos que el inspector cumpla funciones exclusivamente para 
la Inspección General de Trabajo y queremos trabajar en ese sentido. Pero actualmente nada impide a 
un inspector que trabaje en otra cosa; además, necesita hacerlo porque el sueldo no le alcanza. 
Nosotros opinamos de esta manera con respecto a la situación pero ello no quiere decir que estemos 
conformes; queremos que eso cambie y que se reconozca el régimen de exclusividad para los 
inspectores y que se reglamente para que puedan trabajar solamente en la Inspección General de 
Trabajo. 


Queríamos hacer esta aclaración porque el doctor Bruni hizo referencia a las observaciones de la OIT, las que 
tienen relación con esta problemática. No queremos que se confunda nuestra posición en este sentido. El 
hecho de que hablemos en nombre de la norma no quiere decir que estemos de acuerdo con ella; no es así, la 
queremos cambiar, pero ahora debemos respetarla. 


También quisiera decir que todo esto puso sobre la mesa el tema de la corrupción. Para mí es lamentable que 
la gente crea que esto es el combate a la corrupción, porque esto es una minucia. El combate debe hacerse a 
la gran corrupción y en este sentido hay elementos muy fuertes. Si la gente cree que esto es el combate a la 
corrupción está equivocada. Pienso que de esta manera se distrae la atención de la gente en cuanto a la 
verdadera corrupción. Nos señalan muchas cosas que provocan la muerte de trabajadores. Muchas veces nos 


hablan de la informalidad y la señalan como un elemento de corrupción del trabajo, pero hay dos visiones de 
la informalidad y las quiero poner sobre la mesa. Se habla de informalidad cuando las personas que perdieron 
su trabajo deben inventarse uno para poder subsistir; es cierto que eso es informalidad o ilegalidad, -según 
nos manifestaba un asesor de la OIT, quien nos explicaba que el término informalidad refiere a todo aquello 
que no tiene norma, pero si la tiene y esta no se cumple es ilegalidad-, pero también lo es cuando se importa 
mercadería, se le cambia la grifa y se vende como producción nacional; eso es ilegalidad y corrupción. 
También lo es el hecho de que algunas empresas subcontraten trabajadores sin las menores normas de 
seguridad -las cuales fueron elaboradas por las propias empresas junto con los trabajadores- y por no 
cumplirlas mueren. Entonces, hacer creer que este episodio se debió a la falta de voluntad para combatir la 
informalidad y la corrupción es distraer a la gente, es hacer que esta se engañe y no vea cuáles son los 
verdaderos problemas que tiene el país. 


Nosotros queremos responder las preguntas pero también queremos señalar que en todas las actividades que 
se vayan a emprender se destacan los diferentes objetivos. Por supuesto, combatir la corrupción es el objetivo 
número uno, por lo que se empieza a trabajar en ese sentido y luego se analiza cómo se puede armar el 
equipo, lo cual también es importante. Lo que sucedió fue que como esa nota de prensa fue recogida tantas 
veces se creó una confusión. 


También quiero decir -no me lo han preguntado pero lo quiero aclarar- que puede ser que hayamos cometido 
errores en esto, porque no hay gente que no cometa errores. Lo que debe hacerse es corregir los errores a 
tiempo y correctamente. Para nosotros el error apareció antes de que aceptáramos la renuncia. Esta fue 
presentada en tres oportunidades y debido a las críticas realizadas. En dos de esas ocasiones ofrecimos una 
nueva oportunidad, pero la última vez aceptamos la renuncia. Al ofrecer una nueva oportunidad en las dos 
primeras ocasiones estábamos diciendo: "Así no se trabaja", pero al presentar la renuncia por tercera vez se 
nos estaba diciendo que no se quería trabajar de otra manera, por lo cual la aceptamos. 


Lo primero que decía de la norma tiene que ver con el Presupuesto. Recién se hablaba de lo que esperábamos 
de la Inspección General del Trabajo. En general en el Presupuesto se han contemplado los aspectos que 
planteamos al respecto. Por ejemplo, pedimos cuarenta inspectores más y se contemplaron. Lo que no viene 
contemplado -lo hemos conversado y vamos a insistir porque consideramos que no se ha tenido en cuenta por 
error- es el régimen de exclusividad. Pretendemos que en el Presupuesto se establezca nuevamente el 
régimen de exclusividad, que no tiene gasto, para después discutir la reglamentación, que sí lo tiene. Es decir 
que en general se han contemplado nuestras solicitudes. Por lo tanto, pensamos que a partir del próximo 
Presupuesto podremos trabajar de otra manera. 


Con respecto a las empresas tercerizadoras, hemos redactado un proyecto. Como nos interesaba conocer la 
opinión de las empresas tercerizadoras al respecto, se lo enviamos y, en general, creen que el proyecto está 
bien. Me refiero a las empresas tercerizadoras serias, es decir, a aquellas que cuando decimos "vamos a hacer 
tal cosa" nos contestan "fenómeno, háganlo, pero controlen a todos". Ellas entienden que la forma en que se 
está subcontratando establece un elemento de competencia desleal, porque mientras algunos cumplen con 
todo, hay quienes no lo hacen y tienen un costo menor. 


Hace unos días leía el suplemento del diario "El País" respecto a los empresarios, y la gente de CAPUTTO 
decía que ellos en la mano pagan menos que otras empresas que subcontratan, pero que ellos llevan a los 
empleados en ómnibus al trabajo, que cumplen con todas las normas, etcétera. Ellos tienen un mayor costo 
que otras empresas que pagan algún peso más pero que no cumplen con nada. Reconocían que eso es 
competencia desleal y el papel de los Consejos de Salarios para regularizar la situación. En cuanto al 
proyecto que hemos elaborado, las empresas tercerizadoras nos indicaron algunos ajustes. 


Insisto: no hay quien no cometa errores; lo importante es corregirlos. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- El señor Diputado Delgado y quien habla tuvimos la suerte de estar al 
frente de la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social, por lo que no puedo guardarme las 
ganas de decir algunas cosas. 


La Inspección General se puede perfeccionar, hay mucho por hacer. Los problemas derivados de que las 
denuncias llegan antes que las inspecciones, son viejos. Recuerdo que cuando en 1990 empecé a trabajar en 
el tema, cambiamos la metodología de toma de denuncias, desplazándola de lugar y poniendo a gente de 


absoluta confianza. Creo que esto es central, y no por desconfianza hacia quien toma la denuncia, sino por 
metodología. No se puede tomar la denuncia en el mismo lugar desde donde sale la inspección, porque hay 
implicancias. 


En el tema de seguridad e higiene en el trabajo también hay mucho por hacer. El señor Subsecretario de 
Trabajo y Seguridad Social ha participado del Consejo Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, en los 
proyectos, en las comisiones. El propio Graside lo hacía, pero seguramente no aquilató la experiencia de los 
planteos que desde hacía tiempo se venían haciendo para llevarlos adelante. El sistema que se implantó en 
1992 con inspectores radicados en el interior del país sirvió y mucho. Eso cambió el perfil y evitó las 
demoras. 


Reitero que hay muchísimas cosas por hacer, sobre las que seguramente tendremos tiempo de conversar, pero 
hay algunos comentarios que llaman la atención. La OIT analiza las dificultades pero, como siempre, no 
plantea las soluciones. En realidad, plantea la solución, que es pagar más, pero no dice cómo. Podría luchar 
un poquito más contra los subsidios o donar el 1% de los salarios de sus funcionarios, con lo que podríamos 
mejorar bastante la situación de los inspectores de trabajo. 


Me alegro de que las cosas se encaminen para mejorar el funcionamiento de la Inspección General del 
Trabajo; creo que están tomando un mejor camino y van a contar, de nuestra parte, con el mayor de los 
apoyos. 


Reitero que hay muchísimos problemas por solucionar, derivados en muchos casos de la falta de formación 
de los funcionarios. Eso tiene que ver también con lo económico. Por eso hay que buscar los mecanismos 
para formar y perfeccionar a los funcionarios. El tema de la dedicación "full time" es central. Cuando se 
reclama el "full time" y una mayor erogación, dos o tres años después suele venir la solicitud de mantener ese 
salario y de habilitar la posibilidad de tener otro trabajo. Eso es histórico. Recuerdo que Dardo Ortiz lo decía 
en ocasión de la discusión del pasaje de las ocho horas de ANCAP. Lo digo con mucha franqueza y no es 
porque sea contrario a este tema. Sé que después va a venir la solicitud de mantener el salario y de reducir a 
seis las horas de trabajo; sé que luego viene el reclamo de aumentar el 33% y de pasar a las ocho horas, y así 
sucesivamente. Esto en países con economías dependientes, como la nuestra. 


Es positivo que se hayan detectado errores; alguna gente, a pesar de la buena voluntad que pudiera tener para 
trabajar, no reúne las condiciones necesarias para llevar adelante la dirección de las empresas. 


SEÑOR DELGADO.- Agradecemos la presencia del señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, del 
Subsecretario y del doctor Farese. 


Este es un tema que no solo conocemos sino que sentimos. Siempre digo que la Inspección General del 
Trabajo tiene una función social muy importante, no del todo reconocida. Se trata de una función social 
importante en todos los aspectos, tanto en lo que tiene que ver con la seguridad y la salud en el trabajo como 
también con ser un abnegado instrumento de defensa de los derechos de los trabajadores a nivel de todos los 
rubros de actividad. 


La primera conclusión a la que podemos arribar es que este tipo de discusiones, especialmente este tipo de 
manifestaciones públicas, daña en primer lugar a la propia Inspección General del Trabajo en su intento por 
buscar los mecanismos óptimos. En eso tenemos que estar todos prontos para colaborar y para buscar 
soluciones. Un régimen de exclusividad y de permanencia a la orden con las compensaciones adecuadas es 
correcto. Todos lo reconocemos y cada uno, de la forma que pudo, fue tratando de colaborar en ese sentido. 
También sabemos que de reconocerlo a lograrlo hay un camino largo -diría justo pero largo-, que es necesario 
recorrer. Entre todos tenemos que buscar mecanismos para colaborar en ese sentido. 


El señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social decía respecto al tema de las denuncias que en algunos casos 
las empresas podrían estar advertidas de las inspecciones. No es un tema nuevo ni exclusivo. Tanto es así que 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tiene una red de más de cuarenta oficinas en todo el país. Cuando 
trabajamos en esa Cartera habilitamos la posibilidad de que las denuncias se hicieran directamente en la sede 
de la Inspección General y el mecanismo de las denuncias anónimas como forma de dar mayores garantías a 
los propios trabajadores. Esto porque había algunos indicios de que ante cualquier denuncia, el empleador se 
enteraba y tomaba represalias. También es verdad que cuanto más pequeña es la localidad, más difícil es 


actuar libremente. Esto no es por mala fe sino porque el medio es más pequeño y todos se conocen. Lo que 
nosotros habíamos implementado era un sistema de traslados cruzados entre inspectores radicados en uno y 
otro departamento. Esto daba mayor libertad a la hora de realizar las inspecciones 


Con respecto a la estabilidad laboral, el Ministro dijo que en este Presupuesto se crean nuevos cargos de 
inspectores. Comparto y celebro esa iniciativa porque creo que una de las carencias está en el número de 
inspectores, además de la logística que siempre va a ser insuficiente. Quizás el mecanismo no sea el mejor 
porque serán contratados y no presupuestados, tal como lo prevé la OIT, ya que en este último caso tendrían 
una estabilidad laboral más acorde a la que establece el Convenio N* 81. 


También queremos decir que la dedicación exclusiva ya está prevista en la norma, relativizada a través de la 
Ley N” 16.226 -a la que hacía referencia el señor Ministro-, referida a la posibilidad de ejercer otra función 
que no tenga relación con la actividad de inspector. Además, hay una cantidad de resoluciones 
administrativas que procuran ir acotando la prerrogativa que esa norma puede dar a los inspectores de 
trabajo. Quiero hacer referencia a una de ellas: la Resolución de 18 de marzo de 2002, que establece que los 
inspectores no podrán ser responsables de los servicios de seguridad ni actuar como colaboradores, asistentes, 
dependientes o alternos a aquellos funcionarios públicos que cumplan funciones de contralor y prevención en 
la Administración Pública, los Servicios Descentralizados, los Entes Autónomos o los Gobiernos 
Departamentales, y que se considerará grave la violación a esta norma. Todas las Administraciones han 
tratado de ir acotando la situación. Quizás lo que falta es lo relativo a la discusión entre exclusividad y 
permanencia a la orden, que fue un tema que estuvo sobre la mesa varias veces en diversas instancias 
presupuestales y en algunas Rendiciones de Cuentas que tuvieron algún grado de apertura en ese sentido, 
pero a veces es difícil discutir estos asuntos con el Ministerio de Economía y Finanzas. Por eso necesitamos 
que las demás dependencias del Estado o del Gobierno -tanto de este como de los que vendrán-, y no solo los 
actores sociales, comprendan cabalmente la función social de la Inspección General del Trabajo y de la 
Seguridad Social. De esa manera, podemos ir tratando de convencer de que es importante ir hacia un régimen 
de dedicación exclusiva con compensaciones acordes, así como tener permanencia a la orden en este aspecto, 
lo que no solo implica poder trabajar en el horario establecido sino en horarios nocturnos o en fines de 
semana, ya que algunos hechos o denuncias ocurren en esos momentos y hacen falta inspecciones. 


En los demás temas creo que el señor Ministro ha sido claro en sus explicaciones. Considero que lo que pasó, 
pasó y nunca es bueno nombrar gente por la prensa. Me parece que tenemos que sacar lo positivo de esto y, a 
partir de algunas apreciaciones que ha hecho el señor Ministro, debemos tratar de contribuir entre todos -me 
refiero al Poder Ejecutivo y también a nosotros, que formamos parte de la oposición, pero que también 
estuvimos vinculados a la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social- para que se fortalezca la 
función que se desarrolla y genere mucho más respeto y reconocimiento. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Creo que es bueno que nos acostumbremos a que esta temática 
relacionada con la seguridad y la higiene en el trabajo también sea parte de la negociación colectiva, ya 
que estos son temas que a veces dejamos afuera y considero que son centrales. 


El señor Ministro se refería a la forma de las inspecciones rurales. Por lo menos en la época en que me tocó 
actuar, a veces no teníamos más remedio que hacer las inspecciones con los vehículos que las Fuerzas 
Armadas nos ponían a disposición -que en ese momento eran unos "jeep"-, y considerábamos que era mejor 
utilizarlos que no hacer las inspecciones para proteger a los trabajadores rurales. 


En cuanto a la Ley de Presupuesto, como decía el señor Diputado Delgado, celebro que avancemos en ese 
sentido. Recuerdo que en nuestra época intentamos llevar adelante una norma -que nos costó un importante 
conflicto con AITU- que sostenía que debía buscarse dedicación permanente para quienes no la tenían; no 
estábamos de acuerdo con que tuvieran un régimen especial de financiamiento quienes estaban en comisión 
cumpliendo funciones en otro lugar, sin trabajar en la Inspección. 


En cuanto a los llamados a inspectores lo que resultó positivo e intentamos durante nuestro período, fue que 
se hicieran concursos abiertos a funcionarios públicos, ya que puede haber muchos que cumplan bien la 
normativa. 


Por último, con respecto a las empresas tercerizadas que se contratan y no cumplen con las normas de 
seguridad, por lo menos en el decreto vinculado a la madera y a la construcción, está prevista expresamente 


la responsabilidad de la empresa que contrata. En ese sentido, se debe imponer la voluntad de seguir adelante 
reclamando el cumplimiento de esa norma que ya prevé la responsabilidad de la empresa, porque sería muy 
fácil cumplir a través de la tercerización con empresas que no respetan las reglas para abaratar costos. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Valoro la buena voluntad del señor Ministro y de quienes lo 
acompañan en cuanto a dar respuesta a las preguntas que formulamos oportunamente, ya que casi 
todas fueron contestadas. Digo "casi todas” porque hay una que me resulta ineludible reiterar, ya que 
me parece de una enorme importancia. Me refiero a la que tiene que ver con las versiones circulantes 
según las cuales el Inspector anterior, señor Graside, en el ejercicio de su función, estuvo al servicio de 
la actividad sindical; la noticia trascendió en esos términos, aunque debemos tomarla con la 
subjetividad propia de estos casos. De todos modos, lo que no es subjetivo sino concreto -en la medida 
en que llegue a confirmarse- es que esa tendencia favorable a una de las partes de la relación laboral se 
habría expresado en el extremo de haber destinado una oficina de la Inspección para que, desde allí, 
dos sindicatos cumplieran su actividad, con personal y medios de la Inspección a la orden, servicios 
telefónicos, etcétera. Voy a insistir a este respecto a los efectos de que si el señor Ministro está en 
conocimiento de esta situación o tiene la información correspondiente, la pueda confirmar o desmentir. 


Quiero hacer un comentario general con respecto al desarrollo de esta reunión en la que me parece que han 
quedado claras dos cosas. La primera es la situación muy particular de la doctora Roberti, Directora de la 
División Condiciones Generales del Trabajo, sobre la que tanto el Ministro como el Subsecretario han sido 
claros en cuanto a la equivocación cometida por el anterior Inspector y a la reacción de las jerarquías del 
Ministerio -que me adelanto a decir que considero correcta y que, por lo tanto, motiva nuestro respaldo-, en 
el sentido de dar las garantías del debido proceso a quien estaba siendo injustamente denunciada. 


El segundo aspecto refiere a que me parece que esta situación particular y específica fue, en todo caso, el 
desencadenante, disparador, o detonante de una coyuntura bastante más compleja que la que se vivía - 
supongo que no se vive más- en la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social, que estaba 
sazonada o contaminada por todas esas aristas que el Ministro ha ido contestando y en algún caso 
confirmando, en cuanto a actitudes de la anterior jerarquía de la Inspección que están en contra de lo que ha 
sido la tradicional forma de ejercer la función pública y, además, la más adecuada a derecho. Creo que esta 
situación debe analizarse en los dos planos y, especialmente, en el general más que en el de una situación 
particular en la que las jerarquías del Ministerio han actuado a los efectos de otorgar las debidas garantías. El 
señor Ministro parece confirmar esta situación de carácter general. Lo hizo a través de lo que dijo y, además - 
eso no consta en la versión taquigráfica pero lo quiero resaltar-, del tono de sus expresiones, que me parece 
que fue indicativo de lo que venía ocurriendo en la Inspección. Creo que fue muy cuidadoso en cuanto a los 
calificativos, lo que me parece correcto porque es parte de la prudencia que se debe tener en estos temas. Sin 
perjuicio de ello habló de un error y mi pregunta concreta es si al hacerlo se refirió, entre otras cosas, a la 
designación del anterior jerarca en la Inspección General del Trabajo, decisión que se supone que, en todo 
caso, es la que generó las resultancias que tuvieron lugar; de lo contrario no entiendo cuál fue el error al que 
se refirió el señor Ministro. Obviamente, advirtió una situación que denotaba irregularidades, ilegalidades o 
conductas antijurídicas -en todo caso, el desarrollo de políticas incorrectas-, y, según dijo, advirtió, volvió a 
advertir, y finalmente terminó aceptando la renuncia. Por lo tanto, cuando hablamos de error, está dentro del 
margen de lo razonable y debemos aceptarlo como una expresión de buena administración. ¿El Ministerio 
está diciendo que fue un error haber designado al Inspector Graside en el cargo que asumió el 1? de marzo? 
Sería importante conocer la respuesta concreta a esta pregunta, no solamente para medir la mayor o menor 
gravedad de lo que ocurrió sino también para saber cuál fue la reacción que le cupo a la jerarquía del 
Ministerio, es decir, al señor Ministro y al señor Subsecretario frente a las situaciones que se dieron. 


Asimismo, quisiera saber si en esa tercera oportunidad fue el señor Graside quien presentó la renuncia o si se 
la solicitó el señor Ministro. Si no ocurrió así, quisiera saber hasta cuándo iba a esperar antes de interceder o 
de hacer valer el mando administrativo que le corresponde en el caso de que el señor Graside no hubiera 
presentado más su renuncia. Es una manera diferente de formular la misma pregunta pero me parece 
importante profundizar en ese aspecto. 


En cuanto al futuro, alguien puede entender que, habiendo renunciado Graside, se han resuelto todos los 
problemas por aquello de que "muerto el perro se acabó la rabia". Pero me interesaría saber -lamento que no 
esté presente la actual Inspectora de Trabajo, la señora Narducci- cómo sigue la historia, sobre todo, después 
del 15 de agosto cuando se verificó la renuncia del Inspector anterior y, en este último mes, frente a una 


situación de desorden y de aspectos que deberían corregirse, qué medidas se tomaron, si se actuó en el 
sentido de regularizar las situaciones irregulares, de corregir los errores que se venían sucediendo a través del 
tiempo o qué pasó. 


Por supuesto, bueno sería hablar sobre las líneas de acción pensando en el mediano y largo plazo, ver cómo 
vamos caminando hacia corregir nuestras falencias en los términos que nos lo señala la OIT, en cuanto a 
apartarnos de sus recomendaciones. 


En cuanto al tema de la dedicación exclusiva, advertí que no hay nada en el proyecto de Presupuesto. Cuando 
se generó toda esta situación, declaraciones del señor Ministro indicaban su propósito, manifestado en el día 
de hoy, de establecer la dedicación exclusiva, aumentando los sueldos de los Inspectores y, por lo tanto, su 
exigencia en cuanto a horas de trabajo y exclusividad. Sin embargo, en el Inciso correspondiente al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social nada se dice con relación a este tema de la dedicación en 
exclusividad. Por lo tanto, todo indicaría que se mantiene la ley vigente, la N* 16.226, que admite el doble 
empleo, por decirlo de alguna manera. 


En cuanto al tema de la dotación de recursos humanos, está claro que hacen falta inspectores; eso quiere 
corregirse a través del proyecto de Presupuesto habilitando la contratación de algunos, pero me parece -puede 
sonar como un exceso de formalidad, pero así está planteado en el ámbito de las recomendaciones 
internacionales- que no está prevista la solución en los términos de estabilidad laboral que la propia OIT 
recomienda por la necesidad de dotar a los inspectores de la más absoluta seguridad y estabilidad en sus 
puestos de trabajo, a los efectos de que puedan actuar con la mayor independencia. 


Tal vez estos temas tengan que ver -no quiero abusar de la buena voluntad del señor Ministro, que siempre la 
ha tenido en esta Comisión- con los que el señor Ministro va a tratar próximamente en la Comisión de 
Presupuestos integrada con la de Hacienda pero, en función de la especialidad de nuestra Comisión, nos 
parece importante poder tener, aunque más no sea, una idea sobre estos aspectos. 


Resumiendo, nos interesa conocer las expresiones del señor Ministro en cuanto a la eventual intervención 
sindical en el local de la Inspección General del Trabajo y cómo evalúa el concepto de error en este caso, sl 
está referido a haber puesto a Graside en ese puesto o a algún otro aspecto. 


SEÑOR POZZI.- Con respecto a una de las inquietudes del señor Diputado Pablo Abdala relativa a la 
intervención del SUNTMA y del SUANP dentro del Ministerio, no sé si ha pasado o no, pero sí debo 
hacer referencia a las dificultades por las que atravesamos la señora Diputada Passada y quien habla 
cuando hace unos dos meses debimos intervenir en dos eventos bastante graves. Una fue una huelga de 
hambre que emprendieron unos marinos rusos porque no habían cobrado, lo que generó una gran 
inquietud ante la posibilidad de que estos marineros murieran en el barco. El otro evento fue el 
incendio de un buque pesquero ucraniano. También se dio el caso de algunos escapes de amoníaco. 


Una de las quejas que recibí del SUNTMA en aquellos momentos fue la relativa a las pocas posibilidades que 
se tenía de hacer inspecciones en los barcos. Concretamente, reclamaban que esas inspecciones se realizaran 
porque había un cúmulo de irregularidades en los barcos. No sé si había algo montado en el Ministerio, pero 
la dirección del SUNTMA, en esos momentos, se movilizaba por hechos concretos. Si se dieran las cosas 
como se comenta por ahí, supongo que tendrían mucha más facilidad para llegar a esas irregularidades que 
existen. Trataremos de que se corrijan, pero sabemos las dificultades que hay, tratándose de un sector muy 
sensible como son los barcos de pesca, sobre todo extranjeros, que están en el Puerto de Montevideo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Empiezo con una aclaración. El 
debido proceso requería garantías para las dos partes, no solo para la denunciada sino también para el 
denunciante. De la investigación saldrá si la denuncia es correcta o incorrecta. La garantía a la 
denunciada era no tomar como cierta la denuncia hasta no tener el resultado de la investigación. 


En cuanto al tema de la oficina sindical, pensé que la había respondido cuando dije que había tres tripartitas 
sectoriales, pero el señor Subsecretario abundará en detalles. No estoy enterado de la existencia de una 
oficina de tales características, por lo que me gustaría conocer la fecha. Hace poco tiempo hubo un accidente 
en el Puerto en el que murieron once trabajadores extranjeros. Cuando decimos que en dos años murieron 
cuarenta y un trabajadores y que este año van más de veinte, esos no figuran. Por ese motivo tratamos de 


averiguar qué pasó y qué pasa, porque en los barcos extranjeros no existen los mismos controles ni las 
mismas garantías con las que trabajamos nosotros. 


Justamente, venimos de una reunión de la OIT en la que se aprobó un convenio de pesca en común que luego 
fue rechazado en la Asamblea General por el "lobby" que hicieron algunos empresarios asiáticos, que son los 
que más incumplen las normativas laborales y los que crean más problemas. En ese sentido, queremos poner 
el acento en lo que está pasando en el Puerto, pero no necesariamente a través de una oficina sindical. 


Por otro lado, estamos valorando y estamos a punto de proponer a los sindicatos y a los empresarios la 
posibilidad de que ambas partes tengan una oficina dentro del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Tampoco se trata de que esto se vaya cumpliendo por etapas, sino que 
se debe resolver en forma simultánea. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Justamente, dije que estamos 
valorando la posibilidad de hacerles ese planteo, y hablamos de tener en cuenta la respuesta de ambos 
sectores. 


Lo relativo al futuro es toda una discusión, pero no quiero adelantar la discusión que tendremos mañana en la 
Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda. Sin embargo, puedo decir que vamos a insistir con el 
régimen de exclusividad. El tema es que se valoró por parte del Ministerio de Economía y Finanzas no incluir 
en el Presupuesto nada que se refiera al factor humano en ningún Ministerio, sino dar una discusión profunda 
y separada el año próximo. De todas maneras, este aspecto lo hemos hablado. No digo que tenga que hacerse 
una reforma igual a la que se hizo en la Dirección General Impositiva, pero sí que deben tenerse en cuenta 
algunos elementos utilizados allí. 


En ese sentido, estuvimos de acuerdo con el señor Ministro de Economía y Finanzas en que la exclusividad 
tiene que estar presente. Por eso vamos a plantear el asunto nuevamente. 


En cuanto al error cometido, quiero aclarar que a los errores les quito cualquier connotación de culpa. Si uno 
prevé algo y no se cumple, se puede adjudicar al destino, al azar, a los otros o a uno mismo. Si yo preví que 
había que hacer determinadas cosas y quien elegí para hacerlas no las hace, ¿dónde ubico el error? Si elegí 
mal, ese es un error. Pero si a quien elegí está capacitado técnicamente pero le faltan elementos de gestión 
también ese es un error. 


El concepto con el que me manejé -lo conversé con el señor Subsecretario- fue el de Batlle y Ordónez de que 
no hay mejor control que el que puedan hacer los trabajadores sobre sus empleadores. Entonces, recurrí a la 
Comisión de Seguridad y Salud del PIT-CNT y elegí a alguien que hace veinte años está trabajando allí y 
que, a mi juicio, está técnicamente capacitado. Sin embargo, en pocos meses no manejó los elementos de 
gestión y los elementos técnicos que tenía. Si eso fue un error, no me preocupa, porque no hay quien no 
cometa errores. Lo que importa es poder corregirlos, y la corrección, después que uno eligió a alguien, no es 
descartarlo. Pienso que es posible conversar sobre elementos de gestión para ver si la persona se puede 
orientar, y esto se puede hacer por segunda y hasta por tercera vez. 


Para ser honesto, para responder me queda la duda de qué habría hecho si no hubiera pasado lo que pasó, 
porque me presentó la renuncia. Si no lo hubiera hecho, no sé qué habría pasado. Por lo general no me 
pregunto qué habría pasado si no hubiera pasado lo que pasó. Como la presentó, la acepté. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En primer lugar, como aclaró 
el señor Ministro la presencia de Comisiones tripartitas en el Ministerio hoy es notoria. En segundo 
término, tanto desde el PPE.CNT como desde el mundo empresarial, e inclusive desde el propio 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, más de una vez pensamos, y en conversaciones informales 
nos manifestaban: ";¡Ché, no sigan convocando ámbitos porque no damos a basto!". ¿Por qué digo 
esto? Porque cualquiera que hubiera ido al Ministerio en estos cinco o seis meses pasados habría visto 
que estaba lleno de gente. Todos los días, desde las nueve de la mañana hasta las cinco o las seis de la 
tarde estaba lleno de gente, precisamente porque había muchas negociaciones, muchos sindicatos y 
muchas empresas. 


En cuarto lugar, la propia Subsecretaría, en su despacho, reiteradas veces se llenó de empresarios y sindicatos 
porque había que redactar acuerdos que se estaban realizando en el Consejo de Salarios y no había lugar ni 
computadoras suficientes. 


Entonces, había sindicatos y había empresas, pero no oficinas sindicales. Si estamos en una gestión tripartita 
y hacía más de doce años que no se convocaban a los Consejos de Salario, es natural que el Ministerio se 
haya sobrecargado en el número de personas. Eso puede haber generado una imagen, pero de ninguna manera 
significa eludir la responsabilidad de que no existen ni existieron en el Ministerio oficinas sindicales. 


Participé en varias conversaciones cuando al propio Ministro se le solicitaba la instalación de las oficinas, y 
las respuestas eran inexorables en el sentido de lo que decía el señor Diputado Pablo Abdala: "Instalaremos, 
pero al mismo tiempo". Sería una inocentada política instalar primero los empresarios o primero los 
sindicatos. Cualquier persona medianamente razonable no puede cometer un error así. 


Deseo informar que estamos a punto de hacer un acuerdo con la Suprema Corte de Justicia a efectos de que 
se desempeñe en un papel activo en toda materia que tenga que ver con el asesoramiento y el patrocinio en 
determinadas condiciones. Quizás se instale alguna oficina en el propio Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, por supuesto, precisando muy bien las separación de Poderes; que no se confunda que en un lugar 
porque existen dos instituciones, haya mezcla de Poderes. Todos juntos pero no entreverados porque, con ese 
criterio, también estaría mezclándose la Dirección General Impositiva, el Banco de Previsión Social y el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en una multiplicidad de ciudades del interior, porque muchas veces 
coinciden los locales. Acá no es simplemente cuestión de coincidencias, sino pensar en solucionar cosas para 
la mejor defensa y la efectividad de los derechos. 


Es bueno que se sepa que en la Inspección General de Trabajo se están pensando varias cosas hacia el futuro. 
Es bueno que se sepa que se está reconfigurando el uso de los vehículos del Ministerio, priorizando la tarea 
de la Inspección General de Trabajo. 


Además, se está llevando adelante una coordinación interinstitucional con la Dirección General Impositiva y 
el Banco de Previsión Social, ratificando el concepto de la función social que tiene que desempeñar una 
Inspección de Trabajo. Generalmente, las inspecciones están asociadas a la recaudación y a la aportación, y 
nunca a la vigencia de los derechos sociales. Sucede lo mismo con la seguridad jurídica: siempre hablamos 
de ella con respecto a las inversiones, y está muy bien que sea así. Pero también está muy bien que haya 
seguridad jurídica para la efectividad de los derechos sociales y laborales. 


Esa ha sido la mentalidad que nos ha llevado a firmar un acuerdo -lo hice yo personalmente cuando el señor 
Ministro estaba en la OIT en los meses de mayo o junio- entre las tres instituciones. 


También es bueno que se sepa que hemos mantenido reuniones de coordinación con la Dirección Nacional de 
Aduanas. 


Esta es otra de las líneas que no se pudieron priorizar en estos meses, pero que sí se hará en los venideros. 


En el mundo rural, hay un gran desconocimiento de los derechos vigentes. Creemos que es necesario recalcar 
los dos aspectos que tiene cualquier inspección: la común y mal llamada represión, es decir que va, constata 
una infracción y multa, y la que es previa, la educativa y de difusión. No se puede caer de un día para otro a 
un establecimiento rural que ha estado al margen toda la vida sin tener una campaña de difusión previa. 
Después de esta campaña de difusión, sí habrá que caerle con todo. Quiero decir que hemos mantenido 
reuniones con algún sector rural, y fundamentalmente con el sector lechero, para comenzar a inculcar estas 
ideas. 


También forma parte de todo esto el ya conocido decreto honorario de inspecciones de asesoramientos 
tripartitos y la primera Comisión Tripartita Asesora de Gestión en el interior, que ayer se reunió en 
Tacuarembó. 


Podríamos extendernos muchísimo, pero voy a finalizar, aunque quería que no quedara una imagen de que 
hablamos del pasado y no del futuro. 


El Área de Derechos Fundamentales está estrechamente relacionada con la Inspección General de Trabajo. 
Fue creada por la doctora Analía Peñeyrúa y dejada de lado cuando asumió en el Ministerio el ex Senador 
Brezzo. Nosotros queremos que el año que viene esté dedicado al mundo rural, en que se redacte el estatuto 
rural, se analice la legislación, se pongan en práctica las comisiones asesoras y se hagan las inspecciones con 
un carácter bipartito, respetando los roles del Ministerio. 


Ha sido notoria la casi decena de cursos que ha tenido como protagonista principal a la Inspección General de 
Trabajo, que se llevan a cabo en el Banco Central. 


Como dijo el señor Ministro, se puede haber cometido errores o no, pero hoy no es esta la discusión. En todo 
caso, es un hecho muy secundario. Pero también es bueno que se sepa que además de los temas 
presupuestales, se están llevando adelante todos estos aspectos de contenido y de forma. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El Presidente de la Asociación Rural 
nos planteó a Ronald Graside y a mí crear una Comisión para estudiar la normativa rural por un 
elemento muy concreto. Nosotros iniciamos las inspecciones en el agro y estamos inspeccionando gente 
que nunca recibió una inspección en su vida. Entonces, tomaban la inspección como una agresión, lo 
que creaba una situación gravísima, porque si seguíamos por ese camino le poníamos un candado al 
campo. El Presidente de la Asociación Rural nos decía: "Ustedes están en un callejón sin salida y 
nosotros también. Entonces, lo que les vengo a proponer es crear una Comisión Tripartita integrada 
por la Inspección, los trabajadores rurales y los empresarios rurales para definir qué hay que 
inspeccionar y con qué hay que cumplir sí o sí, mientras se elabora una normativa actualizada, porque 
la que tenemos es de otra época". Esto está en marcha. Es otra de las Tripartitas que tenemos, que va a 
estar funcionando activamente antes de fin de mes. 


Entonces, tenemos muchas cosas para el futuro, pero no se concretan inmediatamente. Reitero que el 
problema surge porque durante añares esto no se hizo y cuando lo empezamos a hacer, inspeccionamos gente 
que en su vida recibió una inspección de trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos una carpeta del año 2000 referida a la mano de obra y al régimen de 
subcontratación. Si no se la hicimos llegar, lo hacemos ahora formalmente, porque puede ser un aporte 
para el Ministerio, ya que la Comisión se va a tomar un tiempo para conocer su propuesta y los 
acuerdos tripartitos que pueda haber sobre este tema. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¿Esos proyectos tienen estado parlamentario? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí; de lo contrario no lo estaría planteando. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- A veces se manejan borradores en el ámbito de la Comisión, como 
sucedió con el tema relativo al fuero sindical, y eso no es ilegítimo. Quisiera saber si es una iniciativa 
del Poder Ejecutivo o del Parlamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este proyecto fue sacado del archivo y hace unos meses que está en la 
Comisión, pero todavía no lo hemos tratado porque nos absorbieron otros temas. Pensamos que no 
vale la pena ponernos a discutir sobre un asunto que está siendo analizado a nivel tripartito. Nos 
parece importante ponerlo como contribución. 


Por otra parte, tenemos que considerar dos temas específicos del Parlamento: uno vinculado a la omisión de 
pago de los salarios en los plazos legales y otro referido a las plantaciones forestales y a los bosques. Se 
establece que se encuentran amparados por el Decreto Ley N* 15.180 y sobre eso hay una formulación desde 
hace varias Legislaturas que también va a ser motivo de análisis por parte de la Comisión. 


En cuanto al otro tema, reitero que podemos hacer un compás de espera hasta que el señor Ministro nos haga 
llegar el proyecto final y este podría servir como aporte. 


En cuanto al tripartismo y a la prevención en salud ocupacional y accidentes de trabajo, queremos comentar 
que hace quince días estuvimos en Fray Bentos, precisamente en la empresa Botnia, donde vimos instalada 


una comisión, prevista por la empresa, integrada por representantes de los trabajadores, de la UNTMRA y del 
SUNCA, que realizan un trabajo permanente para el aporte y el control. Esa empresa ya ha asumido esto 
como un hecho normal para el relacionamiento. Se supone que la contraparte es la empresa y el personal 
calificado que tiene. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Nos pidieron que instaláramos una 
oficina de la Inspección General del Trabajo, pero le planteamos que por ahora no nos parecía 
adecuado, aunque íbamos a designar a alguien que se encargara del tema para que mantuviera una 
interlocución permanente, así como un rápido acceso al lugar. 


Mantuvimos una reunión con la Directora Mundial de la empresa Botnia, la Inspectora General y la Directora 
Nacional de Empleo, en la que estuvimos conversando sobre dos temas: la seguridad y el empleo de 
trabajadores uruguayos. Ellos tienen necesidad de contar con soldadores, más allá de los capacitados que hay 
hoy. Según lo que nos dicen, necesitarían más de los que podemos capacitar, entendiendo que no alcanza con 
lo que brinda la UTU, sino que se requiere una mayor especialización, para trabajar con nuevas aleaciones. 
Pensamos que no vamos a llegar al número que nos piden, pero les solicitamos que no recurran al exterior 
hasta que no se agote la lista. Quiere decir que tenemos una conversación fluida. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Sobre el tema de la 
solidaridad y la tercerización, no solo está presente la inquietud del Parlamento y la del Ministerio, 
sino también la del Banco de Previsión Social, que ya elaboró un proyecto. Quiere decir que la 
inquietud es generalizada. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quiero felicitar a la delegación del Ministerio por haber venido a 
esta Comisión. 


También quiero felicitar al señor Diputado Pablo Abdala, porque cuando las cosas quedan en la oscuridad es 
importante que los actores de primera línea sean los que las clarifiquen. Además, es importante no querer 
quedarse con la duda, como lo ha demostrado hoy el señor Diputado Pablo Abdala. Desde el principio 
estuvimos de acuerdo con este pedido especial para que el Ministerio se hiciera presente en Comisión. 


Quiero reflexionar en voz alta sobre otro tema. El Senado está considerando en este momento el proyecto 
sobre fuero sindical, apoyado por el Ministerio, a fin de llegar a acuerdos, pero desgraciadamente no sucedió 
lo mismo en la Cámara de Diputados. Cuando analicemos el tema de las subcontrataciones, sería bueno que 
este proyecto pudiera pulirse en esta Cámara como corresponde, para que después fuera aprobado en el 
Senado. Me parece muy positivo que se mande esta iniciativa a las empresas serias, responsables, buenas, 
que las hay, aunque también hay de las otras, y por eso estamos instrumentando este proyecto sobre 
subcontrataciones. Creo que por ese camino nos podemos entender mucho mejor todos los uruguayos. 


Quiero recalcar que no me gustaría que pasara lo mismo que cuando tratamos el proyecto sobre fuero 
sindical. Ahora vamos a esperar que vuelva a la Cámara de Diputados para poder aplicar la idea que teníamos 
desde un principio. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- A los efectos de cerrar el tema en lo que a mí respecta, quiero 
agradecer al señor Ministro, al señor Subsecretario y al asesor letrado que los acompaña por haber 
concurrido a la Comisión. El tema queda planteado, dado la profundidad de los asuntos que se 
relacionan con la Inspección General del Trabajo y a la gravedad o condición inusual de la situación 
que allí se ha vivido, como en la jornada de hoy ha quedado demostrado, aceptado y asumido por las 
jerarquías aquí presentes. Entiendo que este tema deberá motivar la atención y la preocupación de la 
Comisión en el futuro, con un sentido constructivo y edificante, positivo en cuanto corresponda, y no 
con el ánimo de buscar excusas o aprovechar situaciones, a los efectos de provocar ulterioridades de 
carácter político. 


Recojo lo que planteaba el doctor Bruni en la parte final de su intervención en cuanto a esas líneas de acción. 
Creo cada una de ellas motiva y estimula el intercambio, la discusión y el ánimo de colaborar para desarrollar 
políticas que tiendan a hacer más efectiva la labor de la Inspección, dada la función social que tiene reservada 


ese organismo de acuerdo con el ordenamiento jurídico y la distribución de las competencias en el ámbito de 
la administración. 


Teniendo en cuenta los comentarios finales del señor Ministro, quiero aclarar que cuando hablábamos del 
error no lo hacíamos con el ánimo de disparar, por esa vía, circunstancias vinculadas con eventuales 
responsabilidades políticas. El error puede generar -de acuerdo con el Derecho así es- situaciones o conductas 
culposas. Me parece que hoy ha quedado demostrado que al señor Ministro y a las jerarquías de esa Cartera 
no las movió el dolo o la mala intención, lo cual hubiera determinado de parte de la oposición una reacción 
mucho más inmediata, contundente y severa. Si hubiera sido así, se le habría dado una condición de carácter 
político que hoy no hemos querido darle. La convocatoria del señor Ministro a la Comisión se realizó a los 
efectos de esclarecer denuncias, planteos, expresiones y comentarios surgidos de quien, hasta hace poco 
tiempo, era un jerarca del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, dependiente del señor Ministro. Además 
-el señor Ministro lo destacó-, era una oportunidad para que el señor Ministro hiciera las aclaraciones 
pertinentes. 


Si bien se contestaron todas las preguntas realizadas, dada la especificidad de algunos temas o que estamos 
frente a una repartición del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que actúa como órgano desconcentrado, 
en las instancias venideras sería importante oír a un actor muy importante como la actual Directora de la 
Inspección General del Trabajo. No sabemos las razones por las cuales no concurrió hoy a la Comisión, pero 
sería oportuno, independientemente de que contamos con la presencia del señor Ministro, tener una instancia 
con la señora Narducci, quien compareció ante esta Comisión en la Legislatura anterior en representación del 
gremio. En aquella oportunidad planteó líneas de acción e iniciativas desde la actividad gremial, pero ahora 
sería importante, reitero, tener una instancia de intercambio con ella en su calidad de jerarca responsable del 
servicio. 


También sería interesante conversar con el gremio de los inspectores, tema que estuvo presente en la 
discusión del día de hoy y que nosotros trajimos a colación a raíz de las afirmaciones realizadas. Inclusive, 
trasladamos algunos documentos que nos acercaron a los efectos de poder conversar sobre esos temas con el 
señor Ministro. Por lo tanto, creo que los inspectores también deberán concurrir a la Comisión para dar su 
visión de los acontecimientos, tal como habitualmente lo hacen las más diversas expresiones de carácter 
gremial y organizaciones de la actividad pública y privada. 


Queremos agradecer nuevamente al señor Ministro y a quienes lo acompañan por el tiempo dedicado; creo 
que no nos lo han dedicado a nosotros sino a tratar un tema de su competencia y de enorme envergadura, tal 
como dijimos anteriormente. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Aclaro que la Inspectora General de 
Trabajo quería concurrir a la Comisión, pero nosotros consideramos que no era conveniente debido a 
que los encargados políticos del Ministerio -el señor Subsecretario y quien habla- éramos quienes 
debíamos responder. Entonces, decidimos que nos acompañara el encargado de la Asesoría Jurídica del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Consideramos que no correspondía que la señora Narducci concurriera, debido a que estuvo involucrada en 
las declaraciones. En todo caso, si más adelante la Comisión desea conocer los proyectos de la Inspección 
General del Trabajo o cómo seguirá trabajando, corresponderá que la señora Inspectora concurra a este 
ámbito. Quiero aclarar que también quería concurrir otra de las personas involucradas, pero nosotros 
decidimos encarar el tema desde el punto de vista político. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando la Comisión cursa alguna invitación lo hace a través de los Ministros 
y estos determinan si las circunstancias ameritan o no que concurra la persona invitada. 


SEÑOR POZZI.- En primer lugar, deseo agradecer la participación del señor Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social y de sus asesores. 


Por otro lado, no quería pasar por alto algo que se dijo hace un momento y que motivó que quien habla 
hiciera una reflexión en la primer reunión de la comisión cuatripartita, la que se llevó a cabo para tratar el 
tema del fuero sindical. 


Quienes me conocen saben que siempre apoyé las discusiones en las comisiones tripartitas para dirimir 
grandes políticas, sobre todo en materia de relaciones laborales. Defendí eso en otros momentos -en 
ocasiones con muy poco éxito-, lo defiendo ahora y lo voy a seguir defendiendo porque creo que es una 
buena forma de encauzar un montón de cosas. 


En la primera reunión de la comisión cuatripartita manifesté -lo voy a repetir ahora teniendo en cuenta lo 
planteado por la señora Diputada Peña- que todo lo que allí se apruebe no inhabilita la iniciativa 
parlamentaria en materia de relaciones laborales y de legislación laboral. Quiero que quede claro que no todo 
lo que se apruebe en la comisión tripartita debe contar con el apoyo de todos y que ello puede ser modificado. 
Además, no por el hecho de que funcione una comisión tripartita debe desaparecer la iniciativa parlamentaria 
con respecto al mundo de las relaciones laborales. En aquella oportunidad nos reunimos los empresarios, los 
trabajadores, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y los legisladores y estuvimos de acuerdo en cuanto 
a los movimientos de cabezas, pero quería hacer esa aclaración porque el futuro nos puede traer un ir y venir 
de cosas muy intenso. Por lo tanto, creo que lo mejor para todo el mundo es que los tantos estén claros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Legislación del Trabajo agradece la presencia del señor 
Ministro, del Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social y del asesor jurídico. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


